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Introducción
Esta ponencia prosigue, por un lado, los lineamientos trazados en una tesis de maestría ya finalizada sobre la configuración de un régimen de responsabilidad durante la reapertura de los juicios por los crímenes dictatoriales entre 2003 y 2007 en Argentina. Por otro, se inscribe en una tesis doctoral en curso que aborda la política de justicia por los crímenes del pasado reciente cuyas bases fueron sentadas durante los años de la reapertura y que se extendió hasta 2015. 
A mediados de este año tuvo lugar un acontecimiento jurídico que puso en entredicho el consenso alcanzado durante los gobiernos kirchneristas sobre cómo debía juzgarse a los criminales de Estado. El 3 de mayo la Corte Suprema de Justicia de la Nación dio a conocer el “fallo Muiña” o “2x1” gracias el cual el imputado podía ser excarcelado al obtener una reducción de la pena otorgada por el tribunal que lo había juzgado en primera instancia. Al tratarse de una decisión del Máximo Tribunal, la aplicación de este beneficio podría replicarse en otras causas que involucraran a criminales de lesa humanidad. Asimismo, el contexto de enunciación estuvo signado por algunas intervenciones de funcionarios públicos de diversas jerarquías que restauraron el relato castrense sobre el terrorismo de Estado
, cuestionaron la cifra de los detenidos-desaparecidos sostenida históricamente
 y por el recorte presupuestario y la reducción de personal de aquellas dependencias estatales vinculadas con la política memoria, justicia y reparación implementada durante los últimos quince años (CELS, 2016). 
Sin embargo, las inmediatas reacciones de la ciudadanía a través de una manifestación pública masiva, del Parlamento mediante la sanción de una ley que limitó los alcances del fallo y de los jueces que rechazaron las solicitudes de las defensas en pos de replicar la decisión de la Corte impidieron la liberación de otros represores. 
En este trabajo proponemos analizar el “fallo Muiña” y los efectos que provocó a la luz de los acontecimientos que entre 2003 y 2007 involucraron a los tres podres del Estado y permitieron reabrir los juicios por los crímenes dictatoriales para responder tres interrogantes. Primero: ¿cuál fue la concepción de la categoría lesa humanidad contenida en el fallo? Segundo: ¿cómo actuaron y cómo se relacionaron entre sí la Corte Suprema, los poderes representativos y la ciudadanía respecto del proceso de validación y rechazo de la decisión judicial? Finalmente ¿qué relaciones de ruptura y continuidad estableció el fallo en relación con el modo de juzgar a los criminales de lesa humanidad establecido desde la reapertura de los juicios hasta el momento de su pronunciamiento?
Abordaremos estos interrogantes de forma exploratoria, ya que se trata de sucesos muy recientes, cuyos alcances definitivos son desconocidos. Para responderlos nos nutriremos del análisis del texto elaborado por la Corte, de la ley que buscó limitar sus alcances y del discurso presidencial que lo referenció. Asimismo, incluiremos una grilla elaborada a partir de un relevamiento de prensa sobre los represores que solicitaron el beneficio del “2x1” y los tribunales que lo denegaron. Para analizar estos documentos adoptaremos la perspectiva de la fenomenología política que se focaliza en los acontecimientos que aparecen en la escena pública y soslaya las cuestiones contextuales o los intereses ocultos de los actores que intervienen en esa escena. (Arendt, 1994, 1998)  Si bien entendemos que el contexto de enunciación del fallo mencionado arriba contribuyó a su pronunciamiento, elegimos apartar nuestra mirada de ese entorno y concentrarla en los discursos judicial, parlamentario y presidencial. Así también, nos diferenciamos de los análisis que conciben al fallo como el producto de un complot entre los actores que se oponen al proceso de “memoria, verdad y justicia”
 sin negar por ello la existencia de esos intereses. 
Organizaremos la ponencia en dos apartados. En el primero describiremos la intervención de los tres poderes y su concepción sobre la categoría lesa humanidad durante los años de la reapertura de los juicios. En el segundo referenciaremos el contenido jurídico del “fallo Muiña” y su concepción del tipo penal lesa humanidad. Luego, observaremos la reacción de los poderes representativos y la ciudadanía ante la decisión de la Corte y de los jueces de primera instancia y Casación ante los pedidos de las defensas para aplicar el beneficio del “2X1” a los condenados por ejecutar los crímenes dictatoriales.  

1. La reapertura de los juicios: el accionar sinérgico de los tres poderes y la interpretación histórico-política de la categoría lesa humanidad

La historia del tratamiento penal de los crímenes de Estado en Argentina atravesó distintas etapas. Tras la sanción de las leyes de Punto Final (en adelante PF) , Obediencia Debida (en adelante OD) y los indultos la posibilidad de realizar juicios a policías y militares por su intervención en el plan sistemático de secuestros, torturas y desapariciones estaba clausurada. Sin embargo, los organismos de derechos humanos sostenían su accionar en pos del enjuiciamiento. En ese marco tuvieron lugar los “juicios por la verdad”, la derogación de las leyes “de perdón” y algunas declaraciones de inconstitucionalidad de dichas leyes por parte de tribunales de primera instancia que reabrían las causas penales a su cargo (Andrioti Romanin, 2013; Guthman, 2008; Filippini, 2011; Lorenzetti y Kraut, 2011). 
Entre 2003 y 2007 los tres poderes tomaron una serie de decisiones que, al complementarse entre sí, permitieron la reapertura de los procesos penales y convirtieron al juzgamiento de los crímenes del pasado reciente en política de Estado. Esto se produjo en consonancia con la demanda del movimiento de derechos humanos local y lo establecido por la jurisprudencia del derecho internacional. Sintéticamente, las principales medidas que habilitaron la reapertura fueron la propuesta del Ejecutivo de otorgar jerarquía constitucional a la “Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y de lesa humanidad”, la sanción del Legislativo de la ley 25.779 que declaró la invalidez de las leyes de PF y OD y le elaboración por parte de la Corte Suprema de los “fallos históricos” que declararon la validez constitucional de las decisiones de los poderes representativos y establecieron la inconstitucionalidad de los indultos.
 (Lorenzetti y Kraut, 2011; Quaretti, 2017).

Todos estos pronunciamientos concibieron a los crímenes dictatoriales como delitos de lesa humanidad.
 Este tipo penal determina la imprescriptibilidad, la prohibición de la amnistía y de la aplicación del eximente de la obediencia debida de los delitos que se incluyan bajo su rótulo. De no mediar esta figura, los crímenes del pasado reciente no podrían ser juzgados, ya que se considerarían prescriptos. Asimismo, la aplicación de la “Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de Guerra y Lesa humanidad” y de la ley n°25.779, aprobadas en 2003, para juzgar hechos que habían ocurrido entre 1976 y 1983 implicaba el sorteamiento de un obstáculo jurídico. El artículo n° 18 de la Constitución Nacional consagra el principio nulla poena sine lege praevia que indica que nadie puede ser sometido a un proceso penal según normas dictadas después de la comisión de los hechos. Para resolver esta tensión, los jueces del voto mayoritario de la Corte afirmaron que si bien la Convención sobre la Imprescriptibilidad y la nulidad de PF y OD habían sido ratificadas luego de que se cometieran los crímenes, cristalizaban principios contenidos en el ius cogens –un conjunto de normas no escritas que guía a los sistemas de derecho positivo y que no se rige según la temporalidad del derecho codificado, ya que tiene un carácter permanente– por lo tanto su uso en el caso argentino no involucraba la aplicación retroactiva de la ley penal. Asimismo, indicaron que los organismos y tratados internacionales a los que adhería Argentina imponían el deber del Estado de remover todos los obstáculos jurídicos existentes para castigar los crímenes de lesa humanidad (Quaretti, 2017). 
Al mismo tiempo que justificó la posibilidad de reabrir los juicios sobre la base del derecho internacional y del ius cogens, el Máximo Tribunal afirmó que este conjunto de interpretaciones se correspondía con una situación excepcional. El juez Maqueda fue quien lo explicitó de modo más patente cuando estableció que se requerían “medidas excepcionales”, entre las cuales ubicó la interpretación especial del principio de prescripción de la acción penal.
 Así también, los jueces Zaffaroni y Lorenzetti señalaron que declarar la nulidad de leyes que habían sido formalmente sancionadas por el Congreso constituía una situación particular y que, dado que el Estado de derecho no podía estructurarse sobre la base de simples apelaciones a razones de excepción, esa excepcionalidad debía ser justificada.
 De este modo, la excepcionalidad de los crímenes de Estado formó parte de la argumentación que justificó su punición. 
Por otra parte, coincidimos con Feierstein (2015), quien señala que el tipo penal lesa humanidad es impreciso porque es incapaz de objetivar algunos de los elementos que conforman su definición, como por ejemplo, el hecho de ofender a la humanidad toda. Asimismo, el autor caracteriza a esta figura como un “tipo abierto” que, en el uso jurídico regional e internacional, incluye prácticas sociales cada vez más amplias (p.58, p.108). Sin embargo, según nuestro análisis de la reapertura, la Corte Suprema argentina logró precisar los alcances de la categoría. En sintonía con una tradición jurídica vigente desde los juicios de Núremberg (Sikkink, 2011) los supremos elaboraron una lectura histórico-política que les permitió determinar que solo los agentes estatales podían perpetrar este tipo de crímenes y subrayar la responsabilidad penal de militares y policías en la ejecución del plan represivo (Quaretti, 2017). Asimismo, esa interpretación destacó el contexto en el cual se habían cometido los delitos: un plan de exterminio masivo y sistemático proyectado sobre una escala numéricamente significativa de víctimas y  planificado en forma previa a su ejecución. De este modo, fueron estas características histórico-políticas las que delimitaron el tipo penal, permitieron incluir a los crimines de Estado cometidos durante la última dictadura bajo su órbita y habilitaron su persecución penal. 
Por último, en relación con las modalidades de ejecución de los juicios vale señalar que desde 2005 la declaración de la inconstitucionalidad de PF y OD significó un retorno a la situación previa a su sanción. Es decir que, virtualmente, cualquier miembro de las Fuerzas Armadas y de Seguridad que se hubiera involucrado en el plan represivo podía ser procesado judicialmente. Tal como lo señala Filippini (2011, p.41): “el universo actual de casos depende de la propia capacidad de los tribunales para manejarlos. (…) La Argentina no tiene hoy, a diferencia de los ochenta, una decisión expresa de limitar el alcance de la investigación de todas las conductas previstas en la ley penal” [Las cursivas son nuestras]. En un sentido similar, Yanzón (2011) destaca la carencia de una idea exacta del espectro de acusados (p.152). Así también Oberlin (2011) menciona: “(…) al momento de iniciarse esta nueva etapa, no hubo una definición clara y uniforme respecto de cuál sería la política penal persecutoria que se adoptaría para llevar adelante estos juicios” (p.207). Como consecuencia de esta situación, los autores diagnostican una serie de problemas vinculados con la implementación de los juicios. Por ejemplo, la fragmentación desordenada de la gran cantidad de causas; (Yanzón, 2011, pp.149-150); la falta de formación académica y profesional de los funcionarios judiciales para tratar causas complejas por su cantidad de víctimas y acusados y la edad avanzada de estos últimos, que en algunos casos mueren sin ser condenados (Oberlin, 2011, p.209). Volveremos sobre este punto en el próximo apartado.
2. El “fallo Muiña”: las divergencias entres los poderes del Estado, el rechazo ciudadano y la interpretación moral del tipo penal lesa humanidad
2.1 Historia procesal de la causa y argumentos jurídicos de la Corte Suprema

Luis Muiña formó parte del grupo de tareas que torturó, secuestró e hizo desaparecer a los trabajadores del hospital Posadas durante la última dictadura. El 29 de diciembre de 2011 este criminal había sido sentenciado a trece años de prisión por ser coautor del delito de privación ilegal de la libertad cometido por un funcionario público, en concurso real con el delito de imposición de tormentos, que tuvieron por víctimas a Gladis Cuervo, Jacobo Chester, Jorge Roitman, Jaqueline Romano y Marta Graiff. 
  
Muiña se encontraba en prisión preventiva desde octubre de 2007. En el mismo momento que dictó la condena a trece años de prisión, el tribunal Oral en lo Criminal Federal n°2 decidió aplicar la ley 24.390, conocida como “ley del 2x1”. Esta indica que el tiempo transcurrido después de los dos primeros años de la prisión preventiva debe computarse en forma diferencial y que cada día de la condena debe contabilizarse en forma doble, produciéndose así una reducción en el monto de la pena. El ministerio público Fiscal, en desacuerdo con el tribunal, apeló a la instancia de Casación. En marzo de 2014, la Sala IV de la Cámara determinó que ese beneficio no podía ser implementado en el caso de Muiña. Entonces, su defensor apeló a la Corte Suprema señalando que se encontraban afectados los principios de legalidad y de aplicación de la ley penal más benigna. El 3 de mayo de 2017 el Máximo Tribunal respondió a favor del condenado a través del  fallo  que pasó a conocerse como “Muiña” o “2x1”. El voto mayoritario estuvo conformado  por los jueces Rosatti, Rosenkratz y Nolasco, mientras que Lorenzetti y Maqueda votaron en disidencia. 

¿Cuáles fueron los argumentos esgrimidos por los supremos? El principio de irretroactividad indica que no puede haber castigo penal si la ley no es anterior al hecho del proceso. Ahora bien, en el caso de que exista una ley posterior que sea “más benigna” respecto del castigo del imputado, esta sí puede aplicarse. En este sentido, el artículo 2 del Código Penal establece: “Si la ley vigente al tiempo de cometerse el delito fuere distinta de la que existía al pronunciarse el fallo, o en el tiempo intermedio, se aplicará siempre la más benigna.” El voto de la mayoría determinó que la ley “de 2x1”, sancionada en 1994 y derogada en 2001, era la ley más benigna y por eso correspondía aplicarla al imputado. Ahora bien, según nuestro punto de vista y en concordancia con los votos disidentes,  existen tres elementos que permiten problematizar esa decisión.
En principio, podemos decir que se produjo una aplicación ultractiva de la ley, ya que esta no se encontraba vigente ni cuando el imputado cometió el delito ni cuando fue condenado, sino en un tiempo intermedio. De este modo, en su interpretación la mayoría introdujo la noción novedosa de benignidad intermedia. Por otra parte, el principio de ley penal más benigna se refiere justamente a leyes penales y no a leyes procesales. Al aplicarlo en relación con la ley 24.390, los jueces entendieron que una norma referida a las modalidades de ejecución de la pena, es decir, de carácter procesal, era penal. Enseguida veremos cómo el voto de la minoría concibió este punto de un modo distinto. Por último, Rosatti, Rozenkratz y Nolasco consideraron que el principio de “ley penal más benigna” no reconocía una excepción en el caso de los delitos de lesa humanidad. En este sentido desconocieron el voto de  sus pares en el fallo “Simón”, que en 2005 había establecido que este beneficio no podía emplearse para juzgar este tipo de crímenes:
(…) Se  advierte que no sería suficiente con la supresión ‘simbólica’ de las leyes de esta naturaleza.(…) Visto el caso argentino desde esta perspectiva, se concluye que la mera derogación de las leyes en cuestión [se refiere a PF y OD], si ella no viene acompañada de la imposibilidad de invocar la ultractividad de la ley penal más benigna, no alcanzaría a satisfacer el estándar fijado por la Corte Interamericana. 
 

El voto de la disidencia, por el contrario argumentó que el beneficio del “2x1” no era aplicable por los siguientes motivos. Primero, porque las desapariciones forzadas constituyen delitos permanentes, es decir que el delito no deja de cometerse hasta que no aparezca el cuerpo de la víctima. De acuerdo a Lorenzetti y Maqueda, dada esta característica no corresponde la aplicación de la norma que menos perjudique al imputado, sino la última ley vigente al momento de la condena. El principio de ley penal más benigna tiene sentido, como lo ha señalado el fiscal Félix Crous, bajo la ficción de que el criminal conoce la ley y puede elegir violarla o no y de que si con posterioridad a haber cometido el delito, la sociedad cambia la valoración del crimen por el que fue penado, quien es encontrado culpable no reciba un castigo de acuerdo con una valoración que ha caducado.
 Sin embargo, en el caso de los delitos permanentes, el delincuente sigue cometiendo su crimen, violando todas las leyes sancionadas hasta la actualidad, por lo cual debe ser penado de acuerdo a la última ley vigente, que en este caso no se corresponde con la n° 24.390, ya que esta ha sido derogada en 2001. El segundo motivo, vinculado al anterior, es que la ley del “2x1” no es de orden penal y, por lo tanto, no refleja un cambio en la valoración social del delito, sino que, en tanto se vincula con el cómputo de la pena, pertenece al ámbito procesal. Por último, la disidencia, siguiendo los preceptos del derecho internacional, afirmó que  los crímenes de lesa humanidad deben ser siempre juzgados y deben ser castigados adecuadamente. En este sentido, una reducción aritmética, producto de un cálculo de los años en prisión preventiva en relación con los años en prisión efectiva, se desvincula de un castigo proporcional a la gravedad de los crímenes cometidos. Este último motivo fue el más subrayado por la prensa y por los organismos de derechos humanos. Sin embargo, de acuerdo con nuestra lectura, para Lorenzetti y Maqueda el meollo de la cuestión no se encontraba en el hecho de que los delitos cometidos por Muiña fueran del tipo lesa humanidad, sino en los dos motivos señalados anteriormente. Según Lorenzetti: 
resulta indiscutible que Muiña no se ve formalmente impedido de acceder a este régimen en razón de haber sido condenado por la comisión de delitos de lesa humanidad, sino sencillamente porque, por las razones expuestas precedentemente cuya pertinencia no es exclusiva para esta clase de delitos, se ha establecido que el art 7 de la ley 24.390 no resulta aplicable a su caso.
  
2.2 La concepción moral del tipo lesa humanidad y el fin de la excepcionalidad

Más allá de que no representara la cuestión nodal del fallo, todos los jueces aceptaron que los delitos perpetrados por Muiña eran del tipo lesa humanidad. Ahora bien, ¿qué concepción de la categoría sostuvieron? En el apartado anterior señalamos que durante los años de la reapertura, esta categoría jurídica pudo ser precisada gracias a una interpretación histórico-política por parte de los jueces del Máximo Tribunal. Por el contrario, en el fallo “2X1”, en el caso de los votos de la mayoría, las referencias sobre este tipo penal se redujeron a apreciaciones vinculadas con características morales que, como bien señalara Feierstein, redundan en la dificultad de ceñirlo a crímenes específicos y, en este caso en particular, en la negativa a brindarles un tratamiento penal especial. En este sentido, cuando Rosatti señaló que en nombre del principio de igualdad ante la ley no podía hacerse una excepción sobre la aplicación del principio de “ley más benigna” en los casos de lesa humanidad, caracterizó a estos delitos de la siguiente manera:

 Lo dicho no supone desconocer que los delitos de lesa humanidad expresan el estadio más degradado en que ha caído la naturaleza humana, y tampoco conlleva ignorar que el régimen durante el cual se perpetraron los ilícitos probados en esta causa descendió a niveles de inhumanidad nunca vistos en nuestro país desde la sanción de la constitución nacional  (…) La humanidad contra la cual fueron cometidos estos crímenes exige del Estado de Derecho la necesaria imparcialidad en la aplicación de las leyes referidas a su juzgamiento, pues de lo contrario se correría el riesgo de recorrer el mismo camino de declive moral que se transitó en el pasado.
 
De este modo, los crímenes de lesa humanidad fueron caracterizados según un elemento muy difícil de definir como lo es la lesión a la humanidad toda y que, en última instancia, cualquier sujeto podría cometer. Así, el voto mayoritario eludió las precisiones sobre el tipo penal consensuadas durante la reapertura: el carácter estatal de sus perpetradores y el modo sistemático y masivo de su implementación.  

Por último, el cambio más significativo respecto de la reapertura consistió en la elisión, tanto por parte de los votos mayoritarios como de los disidentes, del carácter excepcional de los crímenes de lesa humanidad. Esta categoría que, como señalamos en el apartado anterior, entre 2003 y 2007 había sido central y había justificado el tratamiento especial que debían recibir algunos principios constitucionales en pos de cumplir con el deber internacional del Estado argentino de castigar este tipo de delitos, ocupó un lugar mínimo en la decisión que benefició a Muiña. En el caso del voto mayoritario, no se reconoció ningún tipo de diferencia entre el procesamiento de los crímenes comunes y los delitos contra la humanidad. Por el contrario, se afirmó que debían ser tratados de la misma manera. En el caso de la disidencia, los motivos que justificaban el rechazo de la reducción de la condena no se fundamentaron en el carácter especial del crimen cometido por el acusado, sino en cuestiones procesales que podían referirse a cualquier tipo de delitos.  
2.3 La sanción de la ley 27.372, el accionar de la ciudadanía y de los tribunales de primera instancia
A diferencia del proceso de reapertura, cuando las demandas sostenidas por los organismos de derechos humanos y buena parte de la comunidad nacional adquirieron estatus constitucional en virtud de los “fallos históricos” pronunciados por el Máximo Tribunal, en esta oportunidad, fue la ciudadanía, liderada por los organismos de derechos humanos, la que tomó la iniciativa para revocar la decisión efectuada por la Corte Suprema. El jueves once de mayo, ese rechazo se expresó a través de una movilización multitudinaria en la Ciudad de Buenos Aires y otras ciudades del interior, cuyas cifras oscilaron entre los cien mil y cuatrocientos mil asistentes.
 La consigna principal del encuentro ciudadano fue impedir la aplicación del fallo y evitar un nuevo proceso de impunidad.  Entre los símbolos portados por los manifestantes se destacaron los pañuelos blancos, distintivos de las Madres y Abuelas de plaza de Mayo, en detrimento de las insignias partidarias. 

A medida que la movilización se organizaba y se difundía a través de las redes sociales, el poder Legislativo discutió y sancionó la ley n°27.362 que precisó los alcances que debía tener el beneficio del “2x1”. Compuesta por tres artículos, estableció que la reducción del computo de la pena contenido en la ley n° 24.390 no era aplicable a los casos de delitos de lesa humanidad, genocidio o crímenes de guerra. Asimismo, señaló que solo sería adjudicable si el condenado hubiera estado privado de su libertad durante los años de vigencia de dicha ley y determinó que las afirmaciones antedichas constituían la interpretación auténtica de la ley del “2x1” y que sería aplicable a las causas en trámite.

Los miembros del poder Ejecutivo, si bien aceptaron la legitimidad jurídica del voto de la mayoría de la Corte, cuestionaron sus efectos sobre el juzgamiento de los crímenes del pasado y avalaron la decisión parlamentaria. El presidente Macri manifestó su oposición al fallo y felicitó el rápido accionar del Congreso en pos rectificarlo.
  Asimismo, promulgó la ley en forma casi inmediata. 
 

Ahora bien, los efectos concretos de la decisión de los supremos se librarían en el terreno judicial y, más concretamente, en las respuestas que los jueces de primera instancia brindaran a los pedidos de los represores que solicitaran reducir sus años de prisión o ser excarcelados tomando como referencia al fallo “Muiña”. De acuerdo con nuestro relevamiento de prensa –que sintetizamos en la tabla incluida en el anexo– de la totalidad de los 81 condenados que solicitaron el beneficio, solo dos fueron favorecidos por el tribunal de primera instancia, aunque esas decisiones no pudieron ejecutarse porque fueron apeladas por la fiscalía y, por el momento, se encuentran a la espera de una resolución definitiva. 
 

Reflexiones finales

Al comienzo de esta ponencia nos propusimos explorar el denominado “fallo Muiña” a la luz de algunas características salientes del contexto de la reapertura de los juicios acontecida entre 2003 y 2007 para observar las posibles relaciones de ruptura y continuidad. En primer lugar no debemos perder de vista que los fallos “históricos” que habilitaron la reanudación de los procesos penales y el fallo “Muiña” abordan cuestiones distintas. Mientras que los primeros se refieren a la posibilidad misma de enjuiciamiento de los represores, el “2x1” se vincula  con la modalidad de ejecución de la pena. Sin embargo, la línea de continuidad fundamental radica en la conservación de la calificación de los crímenes dictatoriales como delitos de lesa humanidad y, por lo tanto, la posibilidad de enjuiciarlos, ya que si se contemplaran los plazos de prescripción de los delitos comunes, está no sería posible.
 Una segunda línea de continuidad, que solo podemos presentar bajo la forma de una hipótesis que debe ser estudiada en profundidad, consiste en identificar a las modalidades de implementación de los juicios creadas durante la reapertura como la condición de posibilidad de implementación del beneficio de reducción de la condena. Como señalamos en el primer apartado, la ausencia de una estrategia nacional de persecución penal, y la consiguiente demora en la ejecución de los juicios tuvo y tiene, entre otras consecuencias, la prolongación de las prisiones preventivas. De este modo, se corre el riesgo de que el beneficio de “2x1” sea aplicable a una cantidad considerable de represores, ya que muchos de ellos han pasado más de dos años en prisión preventiva. 

Respecto de las diferencias, encontramos dos cuestiones significativas. En primer lugar, lugar existe un cambio en la interpretación de la categoría: los aspectos histórico-políticos que habían vinculado a los delitos contra la humanidad con la ejecución  de un plan criminal masivo y sistemático perpetrado desde el Estado fueron totalmente relegadas y cobraron protagonismo las apreciaciones morales que identifican al tipo penal con un elemento difícil de precisar como lo es la lesión a la humanidad. 
En segundo lugar, el problema que el fallo “Muiña” puso sobre el tapete es si la excepcionalidad sobre ciertas garantías para habilitar la posibilidad de juzgamiento consensuada durante la reapertura  debía extenderse sobre las modalidades de ejecución de la pena. En términos más generales, trasladó al  primer plano la pregunta acerca de en qué sentidos y aspectos específicos los crímenes de lesa humanidad poseen un carácter excepcional. Durante la reapertura de los juicios, los tres poderes del Estado y la ciudadanía coincidieron en comprender que algunas garantías debían ser tratadas de modo especial en estos casos, en pos de cumplir el deber de castigar impuesto por el derecho internacional al Estado argentino. A través del pronunciamiento del fallo “2x1”, el voto mayoritario de la Corte rompió ese consenso ya que consideró que los delitos contra la humanidad podían ser enjuiciados bajo los mismos términos que los comunes: concretamente,  podían ser beneficiados con una reducción en el monto de la pena impartida originalmente y adecuada a los parámetros internacionales. 
Por el contrario, la ciudadanía, los poderes representativos y los jueces de primera instancia que recibieron nuevos pedidos de reducción de las penas, entendieron que este beneficio no era aplicable porque consideraron que los delitos de lesa humanidad deben ser castigados de acuerdo con los parámetros establecidos por el derecho internacional, diferenciándose así de los crímenes comunes. De este modo, la decisión de Rosenkratz, Rosatti y Nolasco representó una opinión minoritaria que no pudo legitimarse en el espacio público. A través de la movilización masiva y de la sanción de la ley n°27.362, la ciudadanía y los poderes representativos restituyeron el carácter excepcional amplio – es decir, tanto para la condición de posibilidad de ser juzgados como para su tratamiento posterior–  de los delitos contra la humanidad en sintonía con los pronunciamientos anteriores de la Corte en los fallos históricos, que habían sentado las bases para el juzgamiento de los crímenes del pasado como una política del Estado argentino. 
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Anexo

	Nombre y cargo del acusado
	Tribunal
	Argumentos
	Fuente/fecha

	Alejandro Lazo. 
	TOF de San Juan
	Inconstitucionalidad de la aplicación de la ley del 2x1 para delitos de lesa humanidad ya que vulnera el derecho a la verdad y los pactos internacionales que comprometen a la Argentina. 
	La Nación/ 9 de mayo

	43 condenados (entre ellos Trucco, Menéndez, ex jefe III cuerpo de ejército, y Albornóz, ex jefe policía tucumana. ) 
	TOF de Tucumán
	Inconstitucionalidad de la aplicación del artículo 7 de la derogada ley 24.390 a condenados por delitos de lesa humanidad ya que implicaría una amnistía y una prescripción camufladas con argumentos falaces de garantismo.
	Página 12 /10 de mayo

La Nación/ 11 de mayo

	Teniente Coronel Julio Guillermo González Chipont,  miembro del departamento II de Inteligencia del Cuerpo V de ejército.
	Juez federal Walter López Da Silva. Bahía Blanca

(BENEFICIO)
	El diario lo titula como aplicación del “2x1”, pero se trata del otorgamiento de arresto domiciliario por enfermedad. 
	Página 12/ 11 de mayo

	Arnaldo Chubi López.
	TOF n°1de Córdoba 
	No especificados.
	Página 12/ 12 de mayo. La Nación/ 9 de mayo

	Víctor Gallo, apropiador del nieto restituido Francisco Madariaga Quintela.
	TOF n°6 de C.A.B.A
	No especificados.
	Página 12/ 12 de mayo

	Héctor Salvador Girbone, apropiador. Magnacco, médico de la ESMA y  Claudio Vallejos, ex miembro del grupo de tareas 3.3.
	TOF n°5 de C.A.B.A
	 Vigencia de la ley 27.156 sancionada en julio de 2015.
	Página 12/ 12 de mayo. La Nación/ 9 de mayo

	Capellán Von Wernich Miguel Etchecolatz y Abel Dupuy ex director d ela unidad penal n° 9. Carlos Domingo Jurío y Enrique Cors, médicos penitenciarios. Rufino Batalla y Raul Espinoza, ex agentes de inteligencia.  Roberto Grillo, policía. Omar Alonso, apropiador . Waldo Carmen Roldan, coronel retirado.
	TOF n°1 de La Plata
	Recuperación del voto disidente de Lorenzetti “[el 2x1] no tuvo eficacia en ningún momento con relación a los delitos de lesa humanidad pues cuando se sancionó tenían vigencia las leyes de PF y OD. Una ley que redujera las penas impuestas llevaría a incumplir las reglas internacionales que obligan a establecer penas adecuadas para los delitos de lesa humanidad.  Omisión de la ley 27.156 que prohíbe los indultos, amnistías y conmutación de penas. 
	Página 12/13 de mayo.
La Nación/  09, 12y 15  de mayo 

	Claudio Vallejos (grupo de tareas de la ESMA)
	TOF n°5 de C.A.B.A.
	Ley 27.156, sancionada en julio de 2015 estableció la prohibición de indultar o conmutar penas en causas por delitos de lesa humanidad. 
	La Nación/ 11 de mayo. 

	Policía juan domingo Ayala
	TOF n° 2. Juez Pérez Villalobo. 
	No especificados.
	Página 12/17 de mayo

	Ex comisario Carlos Caimi
	TOF en lo Criminal n° 1 de San Martín. 
	No especificados.
	Página 12/18 de mayo

	Emilio Morard y Héctor Romero
	TOF n°1 de Córdoba
	No especificados.
	Página 12/18 de mayo

	Luciano Benjamín Menendez, Jorge Ezequiel Acosta y Gino Padován. 
	TOF n° 1 de Córdoba
	No especificados
	La Nación/ 23 de mayo

	Penitenciarios de la unidad n°9 ex CCD, Ramón Fernandez y Abel Dupuy
	Juez federal de La Plata Alejandro Daniel Esmoris TOF n°2 de La Plata (beneficiados, pero aun no pueden salir en libertad por la apelación de los fiscales Molina y Schapiro)
	No especificados
	Página 12/13 de junio

	Santiago Omar Riveros
	Sala II de la Cámara de Casación Penal de la Nación
	Aplicar el beneficio implica un desconocimiento de la normativa internacional, configura gravedad institucional y lesiona un pilar básico del orden constitucional. 
	Página 12/30 de junio. 

La Nación/ 10 de junio 

	Víctor Brusa y María Eva Aebi
	TOF Santa Fe
	La ley del “2x1” no puede aplicarse a los criminales de lesa humanidad y esto es válido no solo para los casos de quienes pidieron el beneficio, sino erga omnes (en todos los casos). 
	Página 12/ 25 de junio

	Alfredo Astiz, Antonio Pernías, Jorge Rádice, Ricardo Cavallo, Adolfo Donda, Ernesto Weber, Juan Carlos Fotea, Carlos Capdevilla y Juan Antonio Azic. (“patota de la ESMA”). 
	Sala II de la Cámara Federal de Casación Penal. 
	El Estado argentino no puede renunciar al compromiso de sancionar adecuadamente las violaciones a los derechos humanos. Los crímenes de lesa humanidad no son pasibles de indulto ni amnistía y no puede conmutarse o reducirse la respuesta punitiva impuesta. Mientras estuvo vigente la ley 24.390, los imputados no fueron privados de su libertad y tampoco fueron sometidos a proceso. 
	Página 12/28 de agosto.
La Nación/ 28 de agosto 


� En enero  el titular de la Aduana Gómez Centurión fue invitado al programa de América TV “Debo decir” conducido por el periodista Luis Novaresio y negó la existencia de la ejecución de un plan masivo y sistemático de secuestros, torturas y desapariciones durante la última dictadura y restauró la narrativa castrense de la guerra. Clarín, 29 de enero de 2017. Asimismo, en una entrevista brindada al portal BuzzFeed, el presidente Macri había caracterizado al período dictatorial como una guerra. Infobae, 10 de agosto de 2016. 


� En enero el director del teatro Colón y titular de la cartera de cultura de porteña, Darío Lopérfido negó la cifra de treinta mil desaparecidos y afirmó que había sido el producto de un acuerdo de los organismos de derechos humanos para ser beneficiados con las políticas de reparación económica por los crímenes de Estado. Perfil, 25 de enero de 2017. 


� En este sentido, el periodista Horacio Verbitsky señalo que el fallo era el “producto de un acuerdo secreto entre el gobierno nacional y la Iglesia Católica”. Página 12, 07 de mayo de 2017. 


�  En 2004, en el fallo “Aracibia Clavel”, el voto mayoritario de la Corte declaró la validez constitucional de la “Convención sobre la imprescriptibilidad de los crímenes de guerra y lesa humanidad”; en 2005, en el fallo “Simón”, estableció la inconstitucionalidad de las leyes de PF y OD; finalmente, en 2007, en el fallo “Mazzeo”, determinó la inconstitucionalidad de los indultos. 


� El Estatuto de Roma, instrumento de la Corte Penal Internacional, que entró en vigor en julio de 2002, define a los crímenes de lesa humanidad del siguiente modo: a los efectos del presente Estatuto, se entenderá por “crimen de lesa humanidad” cualquiera de los actos siguientes cuando se cometa como parte de un ataque generalizado o sistemático contra una población civil y con conocimiento de dicho ataque: a) Asesinato; b) Exterminio; c) Esclavitud; d) Deportación o traslado forzoso de población; e) Encarcelación u otra privación grave de la libertad física en violación de normas fundamentales de derecho internacional; f) Tortura; g) Violación, esclavitud sexual, prostitución forzada, embarazo forzado, esterilización forzada o cualquier otra forma de violencia sexual de gravedad comparable; h) Persecución de un grupo o colectividad con identidad propia fundada en motivos políticos, raciales, nacionales, étnicos, culturales, religiosos, de género (…), u otros motivos universalmente reconocidos como inaceptables con arreglo al derecho internacional, en conexión con cualquier acto mencionado en el presente párrafo o con cualquier crimen de la competencia de la Corte; i) Desaparición forzada de personas; j) El crimen de apartheid; k) Otros actos inhumanos de carácter similar que causen intencionalmente grandes sufrimientos o atenten gravemente contra la integridad física o la salud mental o física. Art 7 del Estatuto de Roma, de la Corte Penal Internacional, A/CONF.183/9, de 17 de julio de 1998 Disponible en: � HYPERLINK "http://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute(s).pdf" �http://www.un.org/spanish/law/icc/statute/spanish/rome_statute(s).pdf� y � HYPERLINK "http://www.acnur.org/fileadmin/scripts/doc.php?file=fileadmin/Documentos/BDL/2002/0033" �http://www.acnur.org/fileadmin/scripts/doc.php?file=fileadmin/Documentos/BDL/2002/0033�. 





� Corte Suprema de Justicia de la Nación, Simón…, op.cit.,voto de Maqueda, considerando 92. 


� “(…) todos los argumentos a favor de la ley 25.779 han discurrido sobre la base de que se trata de una circunstancia extremadamente excepcional. De todas maneras esa excepcionalidad debe ser seriamente analizada, pues (…) lo que comienza aceptándose como extraordinario, para desgracia de la República y de las libertades públicas, fácilmente suele devenir ordinario.” Ibídem, voto de Zaffaroni, considerando 21 y Ibídem, voto de Lorenzetti, considerando 15.


� Tribunal Oral en los Criminal Federal n°2. Causa n° 1696 “Bignone, Reynaldo Benito Antonio; Muiña, Luis y Mariani, Hipólito Rafael s/inf.arts. 144 bis inciso 1° y último párrafo –ley 14.616-, 142 incisos 1° y 5° -ley 20.642- del CP.”


� Corte Suprema de Justicia de la Nación 1574/2014/RH1 Bignone, Reynaldo Benito Antonio y otro s/recurso extraordinario. 


� Corte Suprema de Justicia de la Nación, Simón, Julio Héctor y otros, Fallos:328:3248, 14 de junio de 2005voto de la mayoría, considerando 28.  


� “Un fallo desgraciado” Félix Crous. Página 12, 6 de mayo de 2017. 


� Corte Suprema de Justicia de la Nación 1574/2014/RH1 Bignone, Reynaldo Benito Antonio y otro s/recurso extraordinario. Voto de Lorenzetti, considerando n°18. 


� Ibídem, voto de Rosatti, considerando n°12. Las cursivas son nuestras. 


� Página 12, 11 de mayo de 2017. La Nación, 11 de mayo de 2017. 


� El presidente realizó estas afirmaciones en una conferencia de prensa brindada en la provincia de Mendoza el 10 de mayo de 2017. Disponible en https://www.youtube.com/watch?v=GEiGtqjQlzo


� La ley fue publicada en la primera sección del el Boletín oficial n°33.623 del 12 de mayo de 2017. Disponible en https://www.boletinoficial.gob.ar/web2/utils/pdfView?file=%2Fpdf%2FpdfPorNombre%2F2017051201N.pdf%2FYT7fmme9hzfkQaBGLn40by1bLS1JVi1bLdctTaByfcfhuu2yjIZE%2BR0%3D


� Se trata de los casos de los penitenciarios de la unidad n°9 que funcionó como centro de detención clandestina Ramón Fernández y Abel Dupuy. El juez federal de La Plata Alejandro Daniel Esmoris del Tribunal Oral Federal n°2 de esa ciudad les otorgó el beneficio, que no pudo materializarse porque los fiscales Molina y Schapiro apelaron la decisión del juez.  


� Vale recordar, aunque excede los objetivos de nuestro trabajo, que este es uno de los argumentos esgrimidos por los defensores de los acusados por crímenes de lesa humanidad para ser eximidos del proceso penal. 
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